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GUADALAJARA, JALISCO, 03 TRES DE JUNIO 2026 DOS MIL VEINTISÉIS. 
 

V 

[No.4]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionad

a_con_un_procedimiento_administrativo_[76] S T O S los autos originales para 

resolver el recurso de Apelación que hace valer la parte actora en el Juicio en Materia 

Administrativa 

[No.5]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con

_un_procedimiento_administrativo_[76], y; 

 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Mediante proveído de fecha 22 veintidós de abril de 2026 dos mil 

veintiséis, la Magistrada Titular de la 

[No.6]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] Sala Unitaria de este Órgano Jurisdiccional 

tuvo por admitido a trámite el recurso de apelación interpuesto el 04 cuatro de marzo 

del mismo año, por la parte actora [No.7]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], en 

contra de la sentencia definitiva dictada el 24 veinticuatro de febrero de 2026 dos mil 
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veintiséis, dentro del juicio administrativo identificado con el expediente 

[No.8]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76].  

 

2.- Por oficio 3872/2026, presentado ante esta Tercera Ponencia el 28 

veintiocho de abril de 2026 dos mil veintiséis, el Secretario General de Acuerdos de este 

Órgano Jurisdiccional informó que, en acuerdo de la misma fecha dictado durante la 

Quinta Sesión Ordinaria de esta Sala Superior, se dio cuenta del oficio 1331/2026 

suscrito por la Magistrada Presidenta de la 

[No.9]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] Sala Unitaria, mediante el cual remitió a 

disposición de este Tribunal las constancias electrónicas correspondientes al juicio 

administrativo 

[No.10]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_c

on_un_procedimiento_administrativo_[76], en dicho acuerdo, se designó como Ponente 

a la Magistrada FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE, mesa 4, para la formulación del 

proyecto de resolución correspondiente; asimismo, se ordenó la formación del 

expediente relativo al recurso de apelación 1050/2026, así como la remisión de los autos 

a esta Ponencia para los efectos legales conducentes. 

 

C O N S 

[No.11]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relaciona

da_con_un_procedimiento_administrativo_[76] D E R A N D O 

 

[No.12]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_person

a_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76].- COMPETENCIA. Esta 

Sala Superior es competente para conocer y resolver el presente recurso de Apelación, 

encuentra su fundamento en lo previsto por los artículos 65 y 67, de la Constitución 

Política de la Entidad, 7, 8 numeral 1, fracción 

[No.13]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relaciona

da_con_un_procedimiento_administrativo_[76], de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado, y 96 al 102 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado. 
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II. PROCEDENCIA. El recurso de apelación es procedente, al interponerse 

en contra de una sentencia definitiva dictada dentro de un juicio en materia 

administrativa, actualizándose la hipótesis prevista en la fracción II del artículo 96 de la 

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, toda vez que el asunto sometido a 

consideración es de cuantía indeterminable, al versar sobre la legalidad de una 

resolución emitida en materia de becas, cuya naturaleza no permite establecer un monto 

económico cierto o determinable. 

 

III. OPORTUNIDAD. El medio de defensa se promovió en oportunidad, al 

tenor del artículo 99, primer párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, ya 

que el acuerdo recurrido le fue notificado mediante boletín electrónico el 25 veinticinco 

de febrero del año 2026 dos mil veintiséis. 

 

Por tanto, si de conformidad con el artículo 17 y 127 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, la notificación surtió sus efectos al día hábil 

siguiente a aquél en que se haya realizado la publicación (26 veintiseis de febrero del 

año 2026 dos mil veintiséis); es fácil concluir que el recurso de apelación, al haberse 

presentado en oportunidad, toda vez que el término para su interposición corrió del 27 

veintisiete de febrero al 03 tres de marzo del año 2026 dos mil veintiséis. 

 

Para lo cual, no se contabilizaron los sábados y domingos, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 20, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco.  

 

IV. LEGITIMACIÓN. El recurso de apelación se interpuso por parte 

legítima, toda vez que el pliego de agravios fue presentado por la parte demandada, 

parte procesal que en términos del artículo 96, ibidem, tiene interés en que sea revocado 

el sentido de la resolución controvertida. 

 

V. RESOLUCIÓN RECURRIDA La sentencia definitiva de fecha 24 

veinticuatro de febrero de 2026 dos mil veintiséis, dictada dentro del juicio administrativo 

[No.14]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], la 

[No.15]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co
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n_un_procedimiento_administrativo_[76] Sala Unitaria determinó el estudio preferente 

de las causales de improcedencia y sobreseimiento, al estimar que constituían 

cuestiones de orden público y análisis oficioso. Bajo esa premisa, consideró actualizada 

la causal prevista en el artículo 29, fracción II, en relación con el numeral 30, fracción 

[No.16]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], de la Ley de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco, respecto del Comité de Becas del 

[No.17]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], al razonar que dicho ente constituía un 

particular y no una autoridad perteneciente a la administración pública estatal o 

municipal, por lo que el Tribunal carecía de competencia material para conocer de actos 

o resoluciones emitidas por éste, decretando, en consecuencia, el sobreseimiento parcial 

del juicio únicamente por lo que ve a dicha demandada. 

 

Posteriormente, la Sala Unitaria procedió al estudio de los conceptos de 

impugnación dirigidos en contra de la resolución definitiva emitida el 07 siete de agosto 

de 2024 dos mil veinticuatro por el 

[No.18]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], mediante la cual se declaró improcedente el 

recurso de inconformidad interpuesto contra el dictamen de beca emitido el 29 

veintinueve de abril de 2024 dos mil veinticuatro por el 

[No.19]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], en el que se negó el otorgamiento de beca a 

la menor de identidad reservada de iniciales 

[No.20]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] La Sala calificó como infundado el primer 

concepto de impugnación, relativo a la supuesta vulneración al principio de legalidad e 

inaplicación del Acuerdo Administrativo 2024 en materia de becas, al estimar acreditado, 

a partir del expediente de otorgamiento de beca y de las documentales allegadas por la 

autoridad demandada, que el Comité Estatal de Becas fundó y motivó debidamente su 

determinación en el estudio socioeconómico de la familia solicitante, así como en la 

circunstancia de que el centro educativo ya había superado el porcentaje mínimo de 

becas al que normativamente se encontraba obligado. Asimismo, razonó que el actuar 

de la autoridad se ajustó a los criterios previstos en el Acuerdo Administrativo 2024, 
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particularmente en cuanto a la prioridad de la situación económica de los solicitantes, sin 

advertir vulneración a derechos fundamentales ni al principio de legalidad 

 

Resolución de la que resulta innecesaria su transcripción, dado que tal 

omisión en nada agravia al recurrente, si en el presente fallo se realiza un examen de 

los fundamentos y motivos que sustentan la resolución recurrida a la luz de los preceptos 

legales y a la de los agravios esgrimidos. 

 

Al respecto encuentra aplicación analógica, la tesis emitida por el entonces 

Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 406, Tomo IX, 

Semanario Judicial de la Federación, abril de 1992, Octava Época, que dice: 

 

"ACTO RECLAMADO. NO ES NECESARIO TRANSCRIBIR SU CONTENIDO EN LA 

SENTENCIA DE AMPARO.—De lo dispuesto por el artículo 77, fracción 

[No.21]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_pr

ocedimiento_administrativo_[76], de la Ley de Amparo, sólo se infiere la exigencia relativa a que 

las sentencias que se dicten en los juicios de amparo contengan la fijación clara y precisa de los 

actos reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tener o no por demostrada 

su existencia legal, pero no la tocante a transcribir su contenido traducido en los fundamentos y 

motivos que los sustentan, sin que exista precepto alguno en la legislación invocada, que obligue 

al juzgador federal a llevar a cabo tal transcripción, y además, tal omisión en nada agravia al 

quejoso, si en la sentencia se realizó un examen de los fundamentos y motivos que sustentan 

los actos reclamados a la luz de los preceptos legales y constitucionales aplicables, y a la de los 

conceptos de violación esgrimidos por el peticionario de garantías." 

 

VI. ESTUDIO DE LOS AGRAVIOS.  

 

La representación jurídica de la parte demandada vierte esencialmente cuatro 

agravios: 

En un primer motivo de inconformidad, la parte apelante sostiene que la Sala 

Unitaria vulneró el principio de legalidad al decretar el sobreseimiento del juicio respecto 

del 

[No.22]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], bajo la consideración de que se trata de un 

ente particular respecto del cual el Tribunal carece de competencia material, al 

actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 29, fracción II, de la Ley 

de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 
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Sobre el particular, refiere que la determinación recurrida incurre en indebida 

fundamentación y motivación, pues estima incorrecta la conclusión alcanzada por la 

Sala, ya que, desde su óptica, el Comité Escolar de Becas sí ejerce funciones 

materialmente administrativas derivadas del Acuerdo Administrativo 2024 emitido por el 

Secretario de Educación del Estado de Jalisco, publicado el 20 veinte de enero de 2024 

dos mil veinticuatro, a través del cual se regula el procedimiento de asignación de becas 

en instituciones educativas particulares incorporadas. 

 

En ese sentido, argumenta que el referido Comité Escolar no actúa como un ente 

privado ordinario, sino como órgano delegado para decidir la asignación de becas nuevas 

y refrendos, al encontrarse expresamente reguladas sus atribuciones dentro del Acuerdo 

Administrativo 2024, específicamente en las bases 10, 17, 24, 25, 26 y 32, relativas a la 

integración de los comités, los criterios de otorgamiento, la asignación de becas y la 

obligación de notificar al Comité Estatal de Becas las becas otorgadas. 

 

Con base en ello, afirma que la Sala responsable dejó de advertir que el Comité 

Escolar emite actos unilaterales que inciden en la esfera jurídica de los solicitantes de 

becas, al decidir sobre su aceptación o rechazo, circunstancia que a juicio de la 

recurrente, actualiza el concepto de “acto de autoridad”, particularmente aquellos 

relacionados con autoridades que ejercen funciones decisorias y afectan derechos 

subjetivos de particulares. En consecuencia, sostiene que el Tribunal sí resulta 

competente para conocer de la controversia, por lo que estima ilegal el sobreseimiento 

decretado. 

 

En un segundo motivo de inconformidad, la parte apelante aduce que la 

sentencia recurrida transgrede los principios de congruencia, exhaustividad y completitud 

previstos en el artículo 73 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, al 

considerar que la Sala Unitaria omitió realizar un análisis integral de los conceptos de 

impugnación planteados en la demanda inicial y su ampliación. 

 

Aduce que la autoridad jurisdiccional se limitó a validar de manera genérica la 

actuación del Comité Estatal de Becas, sin pronunciarse sobre los planteamientos 

medulares expuestos por la parte actora, particularmente aquellos relacionados con la 

supuesta inaplicación e indebida interpretación del Acuerdo Administrativo 2024, 
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específicamente de las bases 18, 19, 24, 25, 26 y 27, las cuales, delimitan taxativamente 

los factores que deben ser considerados para la asignación de becas. 

 

En concreto, sostiene que la Sala omitió estudiar debidamente el argumento 

consistente en que tanto el Comité Escolar de Becas como el Comité Estatal 

incorporaron criterios no previstos normativamente para justificar el rechazo de la 

solicitud de beca de la menor de iniciales 

[No.23]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], particularmente el relativo a que la familia ya 

había sido beneficiada con beca en otra sección educativa, así como el razonamiento 

consistente en que, al ser abogados los padres de familia, sus ingresos reales no se 

reflejaban en el estudio socioeconómico practicado. A juicio de la recurrente, dichas 

consideraciones resultan ajenas al marco normativo aplicable y contrarias al principio de 

legalidad. 

 

Asimismo, refiere que la Sala responsable dejó de atender el agravio relativo a 

la supuesta contradicción temporal existente entre las fechas de emisión de los 

dictámenes de beca de sus hijos, pues afirma que la solicitud de beca de la menor 

[No.24]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue rechazada el 29 veintinueve de abril 

de 2024 dos mil veinticuatro, mientras que la beca otorgada a su hermano 

[No.25]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue resuelta hasta el 30 treinta de abril 

siguiente, razón por la cual estima materialmente imposible que el rechazo de la primera 

hubiera obedecido a que la familia ya había sido beneficiada en secundaria, al tratarse 

de un hecho inexistente al momento de la determinación impugnada. 

 

De igual forma, argumenta que la Sala omitió pronunciarse respecto de la 

solicitud formulada desde el recurso de inconformidad para que el Comité Estatal 

transparentara integralmente el procedimiento de asignación de becas, exhibiera los 

expedientes de solicitantes favorecidos, los criterios de evaluación utilizados y permitiera 

ampliar los argumentos de defensa una vez conocidos dichos elementos, lo que, a su 

decir, vulneró su derecho de audiencia y defensa adecuada. 

 

Como tercer motivo de disenso, la recurrente sostiene que la Sala Unitaria dejó 

de observar el deber reforzado de protección derivado del interés superior de la niñez y 
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del protocolo para juzgar con perspectiva de infancia, al no valorar la controversia desde 

una óptica protectora respecto de la menor beneficiaria del derecho a la educación. 

 

Argumenta que la resolución recurrida dejó de considerar que el sistema de 

becas previsto en el Acuerdo Administrativo 2024 tiene como finalidad prioritaria 

favorecer a estudiantes con mayores necesidades económicas, por lo que, desde su 

óptica, resultó contrario a dicho objetivo negar el beneficio a la menor bajo el argumento 

de que otro integrante de la familia ya había recibido beca en un nivel educativo distinto, 

cuando precisamente la existencia de diversos hijos estudiando representa una mayor 

carga económica familiar. 

 

Bajo esa lógica, afirma que la sentencia impugnada omitió analizar las 

consecuencias materiales de la decisión administrativa desde una perspectiva de 

protección reforzada a niñas, niños y adolescentes, privilegiando una interpretación 

restrictiva del Acuerdo Administrativo y dejando de observar el interés superior de la 

menor involucrada. 

 

Finalmente, la parte apelante sostiene que la sentencia recurrida vulnera el 

derecho de acceso efectivo a la justicia, así como los principios de completitud, 

congruencia y exhaustividad, al estimar que la Sala responsable incurrió en denegación 

de justicia al no resolver de forma íntegra la totalidad de los planteamientos sometidos a 

su jurisdicción. 

 

Alega que la autoridad jurisdiccional dejó sin respuesta diversos conceptos de 

impugnación planteados tanto en la demanda inicial como en la ampliación 

correspondiente, omitiendo analizar de forma puntual las irregularidades atribuidas al 

Comité Estatal de Becas, particularmente aquellas relacionadas con la aplicación de 

criterios extralegales para negar el apoyo económico, la falta de transparencia en la 

asignación de becas y la omisión de otorgar oportunidad de ampliar el recurso de 

inconformidad una vez allegada información adicional. En consecuencia, estima que la 

sentencia combatida incumple con el estándar de tutela judicial efectiva previsto en el 

artículo 17 constitucional y en diversos criterios jurisprudenciales invocados en el escrito 

de apelación. 
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VII. CALIFICACIÓN DE LOS AGRAVIOS. 

 

Primero. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

indebidamente decretó el sobreseimiento del juicio con fundamento en el artículo 29, 

fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, al estimar que la 

controversia planteada versaba sobre una litis entre particulares respecto de la cual este 

Tribunal carecía de competencia material; no obstante, afirma que el acto 

verdaderamente combatido lo constituyó la resolución definitiva emitida por el 

[No.26]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] dentro del recurso de inconformidad 

[No.27]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], misma que constituye un acto administrativo 

estatal susceptible de control jurisdiccional. Asimismo, refiere que la sentencia recurrida 

incurre en contradicción interna, pues por un lado sostiene la incompetencia material de 

este Tribunal y, simultáneamente, reconoce la validez de la resolución emitida por el 

referido Comité Estatal. 

 

El agravio deviene fundado, en principio, conviene precisar que el artículo 

29, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco dispone que el 

juicio en materia administrativa será improcedente cuando la materia del acto no 

corresponda a la competencia del Tribunal. Sin embargo, como toda causal de 

improcedencia, su actualización exige una interpretación estricta y restrictiva, 

particularmente cuando de las constancias de autos se advierte la existencia de un acto 

emitido por una autoridad administrativa estatal que incide directamente en la esfera 

jurídica de un gobernado. 

 

Ello obedece a que el acceso a la justicia administrativa, reconocido en el 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, impone a los 

órganos jurisdiccionales el deber de privilegiar interpretaciones que permitan el examen 

de fondo de las controversias, evitando restricciones artificiales o interpretaciones 

expansivas de las causales de improcedencia que impidan el control judicial de actos 

administrativos potencialmente ilegales. 
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En ese contexto, este Órgano Colegiado estima que la Sala responsable 

partió de una premisa jurídicamente incorrecta al reducir la controversia exclusivamente 

al actuar del 

[No.28]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], concluyendo que el litigio se agotaba en una 

relación de naturaleza privada derivada de la prestación del servicio educativo entre 

particulares. 

 

Tal conclusión no puede compartirse, lo anterior, porque del análisis 

integral de la demanda, su ampliación, así como de las constancias que integran el 

expediente, se advierte con claridad que el acto expresamente señalado como 

impugnado por la parte actora consistió en la resolución definitiva emitida el 07 siete de 

agosto de 2024 dos mil veinticuatro por el 

[No.29]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], dentro del recurso de inconformidad 

identificado con 

[No.30]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], mediante la cual se confirmó la negativa de 

beca previamente determinada por el Comité Escolar. Este aspecto resulta medular, 

pues modifica completamente la naturaleza jurídica de la controversia.  

 

Explicado de forma sencilla, aunque con rigor jurídico, una cosa es la 

actuación inicial del colegio privado dentro del procedimiento interno de asignación de 

becas y otra, completamente distinta, es la intervención posterior de una autoridad estatal 

que asume competencia, revisa la legalidad de la decisión adoptada, aplica un acuerdo 

administrativo emitido por la Secretaría de Educación y finalmente emite una resolución 

definitiva susceptible de afectar derechos e intereses jurídicos de los gobernados. 

 

En otras palabras, aun suponiendo sin conceder que la determinación 

inicial del Comité Escolar pudiera considerarse inserta dentro de una relación 

predominantemente privada, lo jurídicamente relevante es que dicha actuación fue 

posteriormente revisada por un órgano estatal formalmente adscrito a la Secretaría de 

Educación del Estado de Jalisco, el cual no se limitó a fungir como simple receptor de 
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información o instancia de trámite, sino que desplegó auténticas facultades 

materialmente administrativas. 

 

En efecto, del contenido mismo de la resolución combatida se desprende 

que el Comité Estatal de Becas asumió competencia para conocer del recurso de 

inconformidad promovido por la parte actora; analizó el marco normativo aplicable 

derivado del Acuerdo Administrativo 2024; revisó los estudios socioeconómicos 

aportados; valoró las razones que sustentaron la negativa del Comité Escolar; examinó 

la situación particular de la solicitante; y finalmente emitió una determinación definitiva 

mediante la cual confirmó la negativa del beneficio solicitado. 

 

Es decir, no se trató de una actuación accesoria, mecánica o meramente 

formal, pues el Comité Estatal llevó a cabo un verdadero ejercicio de potestad 

administrativa, sustituyéndose materialmente en la función revisora del acto 

originalmente emitido y produciendo una decisión estatal definitiva con efectos concretos 

sobre la esfera jurídica de la menor solicitante. 

 

Bajo ese entendido, resulta jurídicamente incorrecto afirmar que este 

Tribunal carecía de competencia material por tratarse de una litis entre particulares, pues 

la controversia trascendió claramente esa dimensión inicial al existir un acto 

administrativo estatal definitivo cuya legalidad fue expresamente cuestionada y es aquí 

donde se advierte la principal inconsistencia lógica y jurídica de la sentencia recurrida, 

pues la Sala responsable sostuvo, por una parte, que el Tribunal carecía de competencia 

porque el conflicto derivaba de una relación entre particulares; sin embargo, de manera 

simultánea procedió a reconocer la validez de la resolución emitida por el Comité Estatal 

de Becas. 

 

Tal razonamiento resulta internamente contradictorio, lo anterior es así 

porque si verdaderamente se consideraba que este Tribunal carecía de competencia 

material para conocer del asunto, entonces jurídicamente resultaba improcedente 

realizar cualquier pronunciamiento sobre la legalidad, validez o invalidez del acto emitido 

por el Comité Estatal de Becas, ya que ello implicaría entrar al análisis de fondo de un 

acto respecto del cual se sostiene, al mismo tiempo, que no existe jurisdicción para 

revisarlo. 
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Dicho de otra forma, no puede sostenerse simultáneamente que un acto 

administrativo escapa al ámbito competencial del Tribunal y, al mismo tiempo, analizarlo 

y declararlo válido. 

 

Una conclusión excluye necesariamente a la otra, es decir, si la 

controversia fuera realmente ajena a la competencia material de este órgano 

jurisdiccional, la consecuencia lógica y jurídica habría sido un sobreseimiento absoluto, 

sin examen alguno del acto estatal. En cambio, al estudiar la legalidad de la resolución 

emitida por el Comité Estatal y reconocer su validez, la propia Sala responsable 

evidenció implícitamente que sí reconocía la existencia de un acto administrativo 

susceptible de control judicial. 

 

Tal contradicción interna transgrede además el principio de congruencia 

que debe regir toda resolución jurisdiccional, pues las consideraciones que sustentan 

una sentencia deben guardar coherencia lógica entre sí y conducir racionalmente al 

sentido de la determinación adoptada. 

 

En consecuencia, este Órgano Colegiado concluye que la Sala responsable 

actualizó indebidamente la causal prevista en el artículo 29, fracción II, de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, pues sí existía un acto administrativo estatal 

definitivo emitido por un órgano adscrito a la Secretaría de Educación del Estado 

susceptible de revisión por este Tribunal. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado y 

suficiente, debiendo revocarse el sobreseimiento decretado. 

 

Segundo. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el 

[No.31]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], pese a que dicha determinación se apartó 

sustancialmente de los parámetros obligatorios previstos en el Acuerdo Administrativo 

2024, se sustentó en criterios ajenos al marco normativo aplicable y vulneró los principios 

constitucionales de legalidad, fundamentación, motivación, congruencia y exhaustividad, 
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al no exponer objetiva y verificablemente las razones por las cuales la menor 

[No.32]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue excluida del beneficio solicitado pese 

a haber sido clasificada dentro de una condición económica baja. 

 

El agravio deviene fundado, en principio, debe precisarse que los artículos 

14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos imponen a toda 

autoridad administrativa el deber de emitir actos debidamente fundados y motivados. 

Tales exigencias constitucionales no constituyen formalidades vacías ni requisitos 

meramente retóricos, sino auténticos límites al ejercicio del poder público, orientados a 

impedir decisiones arbitrarias y garantizar que todo gobernado conozca con claridad las 

razones jurídicas y fácticas que sustentan una determinación que incide en su esfera 

jurídica. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 

reiteradamente que la garantía de fundamentación y motivación exige la existencia de 

una relación lógica, congruente y objetiva entre las normas invocadas y las razones 

expuestas por la autoridad, de modo que el gobernado pueda comprender las causas 

específicas de la decisión y, en su caso, controvertirlas eficazmente. Resulta ilustrativa 

la jurisprudencia de registro digital 2382121, emitida por la Segunda Sala, de rubro: 

 

 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. 

 

De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe 

estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero 

que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo 

segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para 

la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos 

aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las 

hipótesis normativas”.  

 
1 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 238212, Instancia: Segunda 

Sala, Séptima Época, Materias(s): Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 97-102, 

Tercera Parte, página 143, Tipo: Jurisprudencia 
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Criterio conforme al cual la fundamentación implica expresar con precisión 

el precepto legal aplicable al caso, mientras que la motivación exige señalar las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas tomadas en 

consideración para la emisión del acto, debiendo existir adecuación entre ambas. 

 

Bajo esa premisa constitucional, este Órgano Colegiado estima que la Sala 

responsable indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el Comité 

Estatal de Becas, pues del análisis integral de dicha determinación se advierte que la 

autoridad administrativa se apartó materialmente de los criterios obligatorios previstos en 

el Acuerdo Administrativo 2024, sustituyéndolos por consideraciones inconsistentes, 

cambiantes y parcialmente ajenas al marco normativo aplicable. 

 

Ello es así, porque el Acuerdo Administrativo 2024, que constituye 

precisamente el parámetro normativo rector del procedimiento de becas, establece en 

su Base 25 una prelación obligatoria de criterios para la asignación de becas nuevas, 

disponiendo expresamente que deberá privilegiarse, en el orden siguiente, la situación 

económica de los padres o tutores del educando, el aprovechamiento académico, en los 

niveles aplicables, y finalmente el grado escolar a cursar. 

 

La expresión normativa relativa a que la prioridad deberá observarse “en el 

orden siguiente” no puede interpretarse como una simple orientación administrativa o 

sugerencia discrecional, sino como una directriz vinculante que constriñe jurídicamente 

el actuar del Comité Estatal. 

 

La razón es sencilla, si el propio acuerdo administrativo establece un orden 

de prelación, ello significa que la autoridad no puede sustituir libremente los criterios 

prioritarios ni desplazarlos arbitrariamente mediante razones ajenas al sistema normativo 

diseñado para la asignación de becas. 

 

Dicho en términos sencillos, pero jurídicamente precisos, si las reglas 

establecen que primero debe valorarse quién tiene mayor necesidad económica, la 
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autoridad no puede ignorar ese criterio y negar el beneficio con base en elementos 

secundarios, subjetivos o incluso no previstos normativamente. 

 

Sin embargo, precisamente eso fue lo que ocurrió en el caso concreto, pues 

de las constancias del expediente se desprende que la menor 

[No.33]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue ubicada dentro de una condición 

económica baja, circunstancia que, conforme al propio Acuerdo Administrativo 2024, 

debía constituir el factor prioritario de valoración para el otorgamiento de becas nuevas. 

No obstante, la autoridad administrativa jamás explicó objetiva y verificablemente cómo 

ponderó dicho elemento frente al universo de solicitantes, ni expuso mediante 

metodología identificable las razones específicas por las cuales la menor resultó 

desplazada del beneficio solicitado y este aspecto resulta especialmente grave. 

 

La resolución impugnada no contiene tabla comparativa, sistema de 

puntuación, criterios de desempate, categoría socioeconómica, matriz de priorización ni 

metodología verificable alguna que permita conocer cómo operó realmente el Comité 

Estatal al momento de decidir quiénes debían resultar beneficiarios. 

 

Es decir, la autoridad pidió a la parte actora aceptar una conclusión adversa 

“no fue beneficiada”, sin transparentar el razonamiento técnico o jurídico que condujo a 

dicha decisión, tal opacidad decisoria resulta incompatible con el deber constitucional de 

motivación. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 

que la motivación de un acto administrativo debe permitir reconstruir racionalmente el 

proceso de decisión seguido por la autoridad, pues de lo contrario se impide al gobernado 

ejercer una defensa efectiva. Resulta aplicable la tesis de registro digital 1750822, de 

rubro: 

 
2 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 175082, Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 

[No.70]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimie

nto_administrativo_[76].4o.A. J/43, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, 

Mayo de 2006, página 1531, Tipo: Jurisprudencia. 
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“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y 

SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA 

DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. 

 

El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional 

relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el 

justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en 

darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias 

y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y 

muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, 

permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad 

apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, 

insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y 

defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es 

suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar 

la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere 

debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, 

citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el 

razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al 

derecho invocado, que es la subsunción”. 

 

En el caso, además, la ilegalidad se robustece porque la motivación de la 

autoridad no fue uniforme ni consistente, sino progresivamente cambiante. 

 

Inicialmente, la negativa aparece vinculada al número de solicitudes 

existentes; posteriormente, el Comité Estatal incorporó consideraciones relativas a la 

existencia de otro hijo becado; más adelante se aludió a la profesión de los padres y a 

ingresos supuestamente no reflejados; posteriormente emergieron argumentos 

relacionados con promedio académico, conducta y composición familiar, tal circunstancia 

evidencia una motivación ex post facto. 

 

Esto es, una reconstrucción argumentativa progresiva elaborada conforme 

avanzó la controversia, destinada a justificar una determinación originalmente deficiente, 

y ello resulta jurídicamente inadmisible. 
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La validez de un acto administrativo debe examinarse a partir de las 

razones efectivamente contenidas en él al momento de su emisión, no mediante 

explicaciones complementarias construidas durante el juicio para subsanar ilegalidades 

previamente existentes. 

 

Aunado a ello, la Sala responsable omitió analizar exhaustivamente los 

planteamientos formulados tanto en la demanda como en su ampliación, particularmente 

aquellos relacionados con la existencia de alumnos beneficiados pertenecientes a 

familias aparentemente situadas en mejor posición económica, la falta de transparencia 

en la aplicación de los criterios y la indebida sustitución del criterio prioritario relativo a la 

situación económica, tal omisión transgrede el principio de exhaustividad que debe regir 

toda resolución jurisdiccional. 

 

En consecuencia, este Órgano Colegiado concluye que la Sala Unitaria 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el Comité Estatal de 

Becas, pues la determinación administrativa combatida se apartó materialmente del 

Acuerdo Administrativo 2024, omitió exponer metodología objetiva de decisión, desplazó 

injustificadamente el criterio prioritario relativo a la situación económica y sostuvo una 

motivación inconsistente y progresivamente cambiante. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado, al 

evidenciarse que el acto administrativo impugnado se encuentra afectado por vicios 

sustanciales de legalidad que impiden sostener válidamente el reconocimiento de su 

validez efectuado por la Sala responsable. 

 

Tercero. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el 

[No.34]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], pese a que dicha determinación se apartó 

materialmente de la Base 25 del Acuerdo Administrativo 2024, al desplazar 

arbitrariamente el criterio prioritario relativo a la situación económica de los solicitantes, 

omitiendo justificar objetiva y verificablemente las razones por las cuales la menor 

[No.35]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], clasificada dentro de una condición 

económica baja fue excluida del beneficio solicitado, mientras que alumnos 
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pertenecientes a familias aparentemente situadas en mejor posición económica sí 

resultaron beneficiados con beca dentro del mismo ciclo escolar. 

 

El agravio deviene fundado y esencialmente suficiente. 

 

En principio, resulta indispensable precisar que la controversia materia de 

análisis no gira únicamente en torno a una supuesta insuficiencia de motivación formal, 

sino sobre una cuestión jurídicamente más profunda, determinar si la autoridad 

administrativa respetó o no las reglas obligatorias que ella misma estaba constreñida a 

observar para la asignación de becas, la diferencia no es menor, una cosa es discutir si 

la autoridad explicó mejor o peor una decisión; otra, radicalmente distinta, es advertir que 

la decisión misma fue adoptada apartándose del marco normativo que debía regirla y 

precisamente esto último es lo que acontece en el caso concreto. 

 

Del análisis integral del Acuerdo Administrativo 2024, específicamente de 

su Base 25, se desprende que el procedimiento de asignación de becas nuevas no quedó 

sujeto a una facultad discrecional absoluta del Comité Estatal o del Comité Escolar, sino 

a una prelación normativa obligatoria, al establecerse expresamente que la asignación 

debía realizarse considerando diversos criterios cuya prioridad se observaría “en el orden 

siguiente”, ubicándose en primer término la situación económica de los padres o tutores 

del educando, seguida, según el nivel educativo correspondiente, del aprovechamiento 

académico y finalmente del grado escolar a cursar. 

 

La expresión normativa relativa a que la prioridad debía observarse “en el 

orden siguiente” no puede vaciarse de contenido jurídico ni interpretarse como una mera 

fórmula decorativa, por el contrario, constituye una auténtica limitante al ejercicio de la 

potestad administrativa, la razón es sencillal si la autoridad administrativa se dota de 

reglas objetivas para distribuir un recurso necesariamente limitado, como ocurre con las 

becas escolares, queda jurídicamente obligada a respetarlas y aplicarlas de manera 

consistente, transparente y verificable. 

 

De otro modo, la decisión deja de responder al Derecho y pasa a depender 

de valoraciones subjetivas, discrecionales o incluso arbitrarias. 
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Dicho de manera sencilla, pero jurídicamente rigurosa: si las reglas dicen 

que primero debe ayudarse a quien enfrenta mayor vulnerabilidad económica, la 

autoridad no puede desplazar ese criterio sin explicar claramente por qué lo hizo y bajo 

qué parámetros verificables concluyó que otros solicitantes debían tener prioridad. 

 

Sin embargo, precisamente eso fue lo que ocurrió en el caso concreto, pues 

de las constancias del expediente se desprende que la menor 

[No.36]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue clasificada dentro de una condición 

económica baja, circunstancia que, conforme a la propia Base 25, debía constituir el 

elemento prioritario de valoración para la asignación de beca nueva, no obstante, el 

Comité Estatal confirmó la negativa impugnada sin exponer metodología verificable 

alguna que permitiera comprender por qué dicha situación económica fue válidamente 

desplazada frente a otros solicitantes y este aspecto reviste singular relevancia. 

 

La resolución combatida no contiene cuadro comparativo, sistema de 

puntuación, categoría socioeconómica, fórmula de ponderación, parámetros objetivos de 

desempate ni metodología técnica que permita reconstruir el itinerario lógico seguido 

para determinar quiénes serían beneficiarios y quiénes quedarían excluidos, es decir, la 

autoridad administrativa pidió a la parte actora aceptar una conclusión adversa sin 

transparentar el proceso racional que condujo a ella y tal opacidad administrativa 

adquiere aún mayor gravedad cuando se confronta con los expedientes de diversos 

alumnos que sí resultaron beneficiados dentro del mismo ciclo escolar. 

 

En efecto, del análisis comparativo del legajo remitido por el propio Colegio 

Albert Camus se advierte la existencia de beneficiarios cuyas condiciones económicas 

aparentan ser objetivamente más favorables que la correspondiente al núcleo familiar de 

la menor [No.37]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1]. 

 

Especialmente ilustrativo resulta el expediente correspondiente a 

[No.38]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], alumna beneficiada con beca nueva del 

25%, perteneciente a tercer grado de primaria, es decir, un grado incluso inferior al de la 

hoy actora, quien aspiraba a cursar cuarto grado, Este dato no es menor, pues la propia 

Base 25 prevé como criterio posterior el grado escolar a cursar, estableciendo prioridad 

hacia grados superiores. Por ello, si una alumna de tercer grado resultó beneficiada 
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frente a una solicitante de cuarto grado, la autoridad tenía una carga reforzada de 

justificar objetiva y exhaustivamente las razones que sustentaban tal desplazamiento, sin 

embargo, dicha explicación simplemente no existe. 

 

Aunado a ello, del expediente de la referida beneficiaria se advierten 

elementos patrimoniales y económicos que, prima facie, revelan una posición económica 

aparentemente superior a la de la menor actora, destacándose ingresos familiares 

significativamente elevados, doble fuente de ingresos parentales, vehículos automotores 

y condiciones patrimoniales ostensiblemente más favorables. 

 

Lo relevante aquí no consiste en afirmar automáticamente que dicha 

alumna no merecía el beneficio, pues no corresponde a este órgano jurisdiccional 

sustituirse arbitrariamente en valoraciones individuales, sino evidenciar que la autoridad 

nunca explicó por qué una solicitante clasificada dentro de una condición económica baja 

fue desplazada frente a perfiles aparentemente mejor posicionados económicamente. 

 

Situación semejante se advierte respecto del expediente correspondiente a 

[No.39]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], alumno beneficiado con beca pese a 

pertenecer a un núcleo familiar que, a primera vista, refleja condiciones económicas 

aparentemente superiores a las de la parte actora, incluyendo ingresos familiares 

relevantes, patrimonio vehicular y otros indicadores materiales de estabilidad económica 

y aquí emerge el verdadero problema de legalidad, pues el Comité Estatal nunca explicó 

si realizó un ejercicio comparativo entre solicitantes; tampoco precisó cuáles eran los 

umbrales económicos aplicables; menos aún expuso por qué determinados factores 

económicos resultaban más relevantes que otros o bajo qué metodología una familia 

clasificada dentro de condición económica baja fue desplazada por otras aparentemente 

más solventes. 

 

La Sala responsable omitió advertir esta inconsistencia central, en lugar de 

confrontar críticamente la aplicación real de la Base 25 frente a los expedientes 

comparativos existentes en autos, simplemente validó la decisión administrativa 

mediante afirmaciones genéricas relativas a la discrecionalidad del Comité y al número 

de solicitudes existentes, tal razonamiento no puede compartirse. 
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Si bien es cierto que el número limitado de becas obliga necesariamente a 

realizar ejercicios de selección, también lo es que dicha selección no puede realizarse al 

margen de las reglas previamente establecidas ni justificarse mediante referencias 

abstractas al elevado número de solicitudes, ya que la discrecionalidad administrativa no 

equivale a arbitrariedad. 

 

En el caso concreto, el desplazamiento de la menor 

[No.40]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] frente a beneficiarios aparentemente 

mejor posicionados económica y patrimonialmente no fue explicado conforme a 

parámetros objetivos verificables, pese a que la propia Base 25 imponía una prelación 

obligatoria encabezada precisamente por la situación económica. 

 

Consecuentemente, este Órgano Colegiado concluye que la Sala Unitaria 

indebidamente reconoció la validez de la resolución impugnada, pues el Comité Estatal 

de Becas se apartó materialmente de la Base 25 del Acuerdo Administrativo 2024, 

desplazando injustificadamente el criterio prioritario relativo a la situación económica y 

omitiendo transparentar metodología objetiva de decisión. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado y 

esencialmente suficiente, al evidenciarse una ilegalidad sustancial en la aplicación del 

marco normativo rector del procedimiento de becas. 

 

Cuarto. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el 

[No.41]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], pese a que dicha autoridad aplicó 

incorrectamente la Base 27 del Acuerdo Administrativo 2024, utilizando como razón para 

negar la beca solicitada la existencia de un hermano previamente beneficiado, aun 

cuando la restricción prevista en dicha disposición únicamente opera respecto de 

estudiantes pertenecientes al mismo nivel educativo, supuesto que no se actualizaba en 

el caso concreto, toda vez que el hermano de la menor cursaba secundaria, mientras 

que [No.42]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] solicitó beca para primaria. 

 

El agravio deviene fundado y esencialmente suficiente. 
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En principio, debe precisarse que una de las exigencias mínimas del 

principio de legalidad administrativa consiste en que las autoridades apliquen 

correctamente las disposiciones normativas que rigen su actuación, absteniéndose de 

extender restricciones más allá de los supuestos expresamente previstos por el orden 

jurídico. 

 

Lo anterior encuentra sustento en los artículos 14 y 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a los cuales toda afectación a la 

esfera jurídica de los gobernados debe sustentarse en una norma aplicable al caso 

concreto y en razones objetivamente verificables que justifiquen su actualización. 

 

Dicho de manera sencilla, la autoridad no puede negar un derecho o 

restringir una posibilidad utilizando reglas que jurídicamente no corresponden al 

supuesto concreto. 

 

En el caso, del análisis de la resolución emitida por el Comité Estatal de 

Becas se advierte que uno de los elementos centrales utilizados para justificar la negativa 

consistió en señalar, sustancialmente, que la familia de la menor ya contaba con otro 

integrante previamente beneficiado con beca dentro de la institución educativa. 

 

Sin embargo, al confrontar dicha razón con el contenido normativo de la 

Base 27 del Acuerdo Administrativo 2024, este Órgano Colegiado advierte una 

inconsistencia material de legalidad que la Sala responsable omitió examinar 

adecuadamente. 

 

Ello es así, porque la disposición normativa invocada no establece una 

prohibición general relativa a que una familia únicamente pueda contar con un estudiante 

becado dentro de la institución, ni impide indiscriminadamente la coexistencia de 

becarios pertenecientes al mismo núcleo familiar. 

 

Por el contrario, la restricción prevista por el Acuerdo Administrativo es 

considerablemente más específica y delimitada. 
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La Base 27 establece que únicamente podrá otorgarse beca a un 

estudiante por familia dentro del mismo nivel educativo del plantel. 

 

Y aquí resulta indispensable detenerse en la precisión normativa. 

 

El acuerdo no utiliza expresiones equivalentes a: 

 

• “misma escuela”, 

• “misma institución”, 

• “mismo colegio”, o 

• “mismo núcleo familiar sin distinción”. 

 

La regla fue diseñada deliberadamente alrededor del concepto: 

 

• “mismo nivel educativo”. 

 

La diferencia no es semántica; es jurídicamente determinante. 

 

La razón de ser de dicha distinción parece obedecer precisamente a que 

una institución educativa puede integrar distintos niveles preescolares, primaria, 

secundaria, media superior, cuyos universos de necesidades, cuotas, matrícula y 

distribución de becas funcionan de manera diferenciada. 

 

Por ello, extender la restricción más allá de lo expresamente previsto 

equivaldría a ampliar artificialmente una limitante administrativa en perjuicio del 

gobernado. 

 

Y ese ejercicio interpretativo resulta incompatible con el principio de exacta 

aplicación de las normas restrictivas. 

 

En efecto, cuando una disposición administrativa limita el acceso a un 

beneficio, restringe una expectativa jurídica o condiciona el ejercicio de un derecho, su 

interpretación no puede realizarse extensivamente en perjuicio del particular, sino dentro 

de los márgenes estrictamente previstos por la norma. 
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Bajo esa lógica, este Órgano Colegiado advierte que el supuesto normativo 

previsto en la Base 27 no se actualizaba en el caso concreto. 

 

Ello, porque quedó acreditado dentro del expediente que el hermano 

previamente beneficiado de la menor cursaba secundaria, mientras que 

[No.43]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] solicitó beca para cuarto grado de 

primaria. 

 

Esto significa, jurídicamente, que ambos estudiantes pertenecían a niveles 

educativos distintos. Por tanto, la restricción invocada por la autoridad administrativa 

simplemente no resultaba aplicable, y aquí emerge uno de los aspectos más delicados 

de legalidad del acto combatido. 

 

No se está frente a una mera explicación insuficiente o una motivación 

escasa susceptible de perfeccionarse mediante una nueva resolución, lo que se advierte 

es algo sustancialmente distinto, la utilización de una premisa jurídica incorrecta para 

justificar el resultado del procedimiento. 

 

La diferencia es relevante, cuando una autoridad omite explicar 

adecuadamente un criterio, podría sostenerse, en determinados supuestos que la 

deficiencia es subsanable mediante nueva motivación. 

 

Sin embargo, cuando la autoridad resuelve partiendo de un supuesto 

normativo inexistente o incorrectamente interpretado, la ilegalidad trasciende la forma y 

contamina materialmente la decisión. 

 

Explicado de forma sencilla, no se trata de que el Comité “explicó mal” una 

regla válida; se trata de que aplicó una regla que jurídicamente no correspondía al caso 

y ello pudo incidir directamente en el resultado. 

 

Lo anterior cobra aún mayor relevancia si se considera que la razón relativa 

al hermano previamente becado no apareció como una consideración marginal o 
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irrelevante, sino como uno de los argumentos sustanciales utilizados para justificar la 

negativa del beneficio solicitado. 

 

De ahí que no resulte jurídicamente válido sostener como implícitamente 

hizo la Sala responsable que tal irregularidad carecía de trascendencia. 

 

Por el contrario, al haberse empleado una restricción normativa inexistente 

para el supuesto concreto, la decisión administrativa quedó viciada desde su base 

argumentativa. 

 

La Sala Unitaria, sin embargo, omitió confrontar críticamente el contenido 

de la Base 27 frente a las circunstancias reales acreditadas en autos, limitándose a 

convalidar la decisión administrativa sin examinar si el supuesto normativo efectivamente 

resultaba aplicable al caso concreto, tal omisión vulnera además el principio de 

exhaustividad. 

 

En consecuencia, este Órgano Colegiado concluye que la Sala responsable 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el Comité Estatal de 

Becas, pues la autoridad administrativa aplicó incorrectamente la Base 27 del Acuerdo 

Administrativo 2024, utilizando como impedimento una restricción normativa que 

jurídicamente no se actualizaba en el caso concreto. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado y 

esencialmente suficiente, al evidenciarse una ilegalidad sustancial que trascendió 

directamente al resultado del procedimiento de asignación de beca. 

 

Quinto. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el 

[No.44]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], pese a que de las constancias del expediente 

se advierte una aplicación inconsistente y materialmente desigual de los criterios 

previstos en el Acuerdo Administrativo 2024, toda vez que diversos alumnos 

pertenecientes a familias aparentemente situadas en mejor posición económica sí 

resultaron beneficiados con beca dentro del mismo ciclo escolar, incluso en supuestos 
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de menor prioridad académica o de grado, mientras que la menor 

[No.45]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], clasificada dentro de una condición 

económica baja, fue excluida del beneficio sin explicación objetiva, verificable y 

congruente. 

 

El agravio deviene fundado y esencialmente suficiente. 

 

En principio, debe precisarse que el núcleo de la controversia ya no gira 

únicamente en torno a determinar si la autoridad expresó o no razones suficientes para 

sustentar la negativa de beca, cuestión previamente analizada, sino en verificar si tales 

razones guardan consistencia material con la forma en que el propio Comité Estatal 

aplicó los criterios del procedimiento frente al universo de solicitantes. 

 

La diferencia es relevante pues, una autoridad puede expresar argumentos 

aparentemente razonables; sin embargo, si al confrontarlos con la realidad objetiva del 

expediente se advierte que los mismos fueron aplicados de manera inconsistente o 

desigual, la decisión deja de responder a criterios jurídicos verificables y se aproxima 

peligrosamente a la arbitrariedad, y precisamente esa inconsistencia se advierte en el 

caso concreto. 

 

Como quedó previamente establecido, la Base 25 del Acuerdo 

Administrativo 2024 dispuso una prelación normativa en la asignación de becas nuevas, 

colocando en primer término la situación económica de los padres o tutores, seguida, 

según el nivel educativo del aprovechamiento académico y, finalmente, del grado escolar 

a cursar. 

 

En ese contexto, resultaba jurídicamente indispensable que el Comité 

Estatal explicara de manera objetiva por qué una solicitante clasificada dentro de una 

condición económica baja fue desplazada frente a otros aspirantes beneficiados, sin 

embargo, esa explicación nunca ocurrió. 

 

Por el contrario, del análisis comparativo de los expedientes remitidos por 

el propio centro educativo se advierten circunstancias que, prima facie, revelan 

inconsistencias relevantes en la aplicación de los criterios normativos. 
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Especialmente significativo resulta el expediente correspondiente a 

[No.46]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], alumna beneficiada con una beca del 

25%, quien cursaría tercer grado de primaria, esto es, un grado inferior al de la menor 

[No.47]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], quien aspiraba a cursar cuarto grado de 

primaria. 

 

Este dato reviste especial relevancia porque la propia Base 25 establecía 

prioridad hacia grados superiores, es decir, si ambos expedientes pertenecían al mismo 

nivel educativo y el acuerdo disponía una preferencia progresiva respecto del grado 

escolar, la autoridad tenía una carga argumentativa reforzada para explicar por qué una 

alumna de grado inferior resultó beneficiada frente a otra ubicada en un grado superior , 

no obstante, la resolución impugnada guarda absoluto silencio sobre este punto. 

 

La inconsistencia no se agota ahí, del expediente correspondiente a la 

alumna referida se desprenden elementos que, objetivamente apreciados, permiten 

advertir una situación económica aparentemente más favorable respecto del núcleo 

familiar de la hoy actora ya que de las constancias aportadas se advierten ingresos 

familiares significativamente superiores, doble fuente de ingresos parentales, patrimonio 

vehicular y condiciones materiales que, al menos preliminarmente, parecen reflejar una 

posición económica distinta a la de una solicitante clasificada dentro de condición 

económica baja,  aquí debe hacerse una precisión importante, este Órgano Colegiado 

no afirma, de manera automática o arbitraria, que dicha alumna no mereciera el beneficio 

otorgado. 

 

No corresponde a esta instancia sustituirse discrecionalmente en la 

valoración individual de cada expediente, lo jurídicamente relevante es algo distinto, la 

autoridad nunca explicó el criterio diferenciador. Es decir, jamás justificó por qué una 

solicitante en condición económica baja debía quedar excluida frente a expedientes que, 

objetivamente observados, parecían reflejar una situación económica más solvente. 

 

Situación semejante se advierte respecto del expediente de 

[No.48]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], alumno beneficiado cuya información 

socioeconómica aparenta reflejar condiciones patrimoniales y económicas favorables, 
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incluyendo ingresos familiares relevantes, vehículos automotores y otros elementos 

materiales de estabilidad económica. 

 

Nuevamente, el problema no reside en afirmar apriorísticamente que dicho 

alumno no debía obtener beca, el verdadero problema jurídico consiste en que la 

autoridad nunca transparentó por qué dichos perfiles resultaban preferibles frente a la 

menor [No.49]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], particularmente cuando la propia 

Base 25 colocaba la vulnerabilidad económica como el criterio prioritario de valoración y  

esto conduce al punto central del agravio, la resolución emitida por el Comité Estatal de 

Becas no contiene metodología verificable alguna que permita reconstruir el proceso 

racional de selección. 

 

• No existe sistema de puntuación. 

 

• No obra categoría socioeconómica. 

 

• No se identifican parámetros objetivos de desempate. 

 

• No existe tabla comparativa de ponderación. 

 

Ni siquiera se exponen umbrales mínimos o máximos que permitan 

comprender bajo qué lógica determinadas familias fueron consideradas prioritarias frente 

a otras. En otras palabras, la autoridad administrativa exige aceptar una conclusión, 

quién recibe beca y quién no, sin revelar el camino metodológico que condujo a ella por 

lo que tal opacidad resulta incompatible con los principios de legalidad y seguridad 

jurídica, lo anterior es así dado que, cuando la autoridad administra recursos limitados 

destinados a beneficiar a sectores prioritarios, el estándar de motivación exigible se 

vuelve necesariamente más riguroso, mientras mayor sea el margen de valoración 

administrativa, mayor debe ser la transparencia de las razones utilizadas para distinguir 

entre personas colocadas en situaciones comparables y aquí esa carga argumentativa 

simplemente no fue satisfecha. 

 

Aunado a ello, la Sala responsable omitió confrontar críticamente los 

expedientes comparativos aportados por la parte actora y los integrados al expediente, 
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limitándose a validar la decisión administrativa mediante afirmaciones generales sobre 

el número de solicitudes existentes y la facultad del Comité para decidir, tal razonamiento 

no puede compartirse. 

 

Que existieran múltiples solicitudes no exime a la autoridad de respetar el 

Acuerdo Administrativo 2024, tampoco convierte una facultad reglada en una potestad 

arbitraria, por el contrario, precisamente porque las becas eran limitadas, el Comité tenía 

mayor obligación de demostrar que aplicó consistentemente los criterios de priorización 

previamente establecidos. 

 

Explicado de manera sencilla, si existen veinte personas pidiendo ayuda y 

solo pueden apoyarse cinco, lo mínimo que debe poder explicar la autoridad es por qué 

esas cinco fueron elegidas y las otras quince no, particularmente cuando alguna de las 

excluidas aparenta encontrarse en mayor situación de necesidad económica que 

algunas beneficiadas, sin embargo, esa explicación jamás fue proporcionada. 

 

En consecuencia, este Órgano Colegiado concluye que la Sala responsable 

indebidamente reconoció la validez de la resolución emitida por el Comité Estatal de 

Becas, pues del expediente se advierten inconsistencias materiales en la aplicación de 

los criterios previstos en la Base 25 del Acuerdo Administrativo 2024, particularmente 

respecto de la priorización de la situación económica y del grado escolar, sin que la 

autoridad hubiera expuesto razones objetivas, verificables y congruentes para justificar 

el trato diferenciado otorgado a la menor [No.50]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] 

frente a otros solicitantes beneficiados. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado y 

esencialmente suficiente, al evidenciarse una ilegalidad sustancial en la aplicación 

concreta de los criterios de asignación de becas. 

 

Sexto. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

erró al reconocer la validez de la resolución emitida por el Comité Estatal de Becas y, 

consecuentemente, al no advertir que las ilegalidades acreditadas dentro del 

procedimiento no constituyen simples deficiencias formales susceptibles de subsanarse 

mediante una nueva resolución, sino vicios sustanciales que contaminaron 
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materialmente el resultado del procedimiento de asignación de becas, razón por la cual 

procede declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado y reconocer el derecho de la 

menor [No.51]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] al otorgamiento de una beca del 

25%. 

 

El agravio deviene fundado y suficiente. 

 

En principio, resulta indispensable precisar que no toda ilegalidad advertida 

dentro de un procedimiento administrativo conduce automáticamente a la misma 

consecuencia jurídica. 

 

Existen supuestos en los cuales el vicio detectado incide únicamente sobre 

aspectos formales del acto administrativo, por ejemplo, deficiencias de fundamentación, 

omisiones procedimentales o insuficiencias parciales de motivación, cuya naturaleza 

permite a la autoridad emitir una nueva resolución corrigiendo válidamente el defecto 

identificado. 

 

En tales casos, la nulidad para efectos encuentra justificación porque el 

problema no reside en la sustancia misma de la decisión, sino en la forma en que ésta 

fue emitida, sin embargo, existen otros supuestos, como el que aquí acontece, en los 

cuales la ilegalidad no se agota en un defecto subsanable de expresión argumentativa, 

sino que compromete directamente la lógica sustancial sobre la cual se edificó el 

resultado administrativo. 

 

La diferencia es determinante pues no se trata de que la autoridad “explicó 

mal” una decisión jurídicamente válida, se trata de que la autoridad resolvió bajo 

premisas normativas incorrectas, criterios jurídicamente improcedentes y parámetros 

incompatibles con el propio Acuerdo Administrativo que estaba obligada a observar y 

precisamente ello impide sostener que la solución constitucionalmente adecuada 

consista en permitir la emisión de una nueva resolución. 

 

Como quedó previamente acreditado, el Comité Estatal de Becas no se 

limitó a emitir una motivación insuficiente. Por el contrario, de las constancias del 
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expediente se advierte que la decisión administrativa se construyó sobre una serie de 

irregularidades materiales que incidieron directamente en el resultado del procedimiento. 

 

En primer término, quedó evidenciado que el Comité Estatal se apartó 

sustancialmente de la Base 25 del Acuerdo Administrativo 2024, desplazando 

injustificadamente el criterio prioritario relativo a la situación económica, pese a que la 

menor [No.52]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue clasificada dentro de una 

condición económica baja, circunstancia que normativamente debía constituir el principal 

parámetro de valoración. 

 

No obstante, la autoridad omitió transparentar metodología objetiva alguna 

que permitiera verificar cómo operó dicho criterio frente al universo de solicitantes  y 

tampoco existe explicación objetiva sobre el modo en que determinados perfiles 

familiares resultaron preferidos frente a la hoy actora. 

 

En segundo término, quedó acreditado que la autoridad utilizó un 

impedimento jurídicamente inexistente para el caso concreto. 

 

La razón relativa a la existencia de un hermano previamente becado se 

sustentó en una interpretación incorrecta de la Base 27 del Acuerdo Administrativo 2024, 

pues dicha disposición únicamente restringía el otorgamiento simultáneo dentro del 

mismo nivel educativo, supuesto que no se actualizaba, al pertenecer el hermano de la 

menor al nivel secundaria y la solicitante al nivel primaria. 

 

Ello significa que una de las razones centrales utilizadas para justificar la 

negativa descansó sobre una premisa jurídica incorrecta y esto reviste enorme 

trascendencia, porque una cosa es permitir que una autoridad perfeccione una 

explicación insuficiente respecto de una regla válida; otra, completamente distinta, es 

autorizarle reconstruir una decisión originalmente sustentada en una norma 

incorrectamente aplicada. 

 

En tercer término, quedó evidenciado que el Comité Estatal aplicó los 

criterios de selección de manera materialmente inconsistente. 
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Del análisis comparativo de expedientes obrantes en autos se advirtieron 

beneficiarios pertenecientes a núcleos familiares aparentemente situados en mejor 

posición económica, algunos incluso pertenecientes a grados inferiores al de la menor 

[No.53]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], sin que la autoridad hubiese explicado 

objetiva y verificablemente el criterio diferenciador que justificó tal desplazamiento. 

 

Particularmente significativo resultó el caso de alumnos pertenecientes a 

grados inferiores dentro del mismo nivel educativo que sí obtuvieron beca nueva del 25%, 

pese a que el propio Acuerdo Administrativo preveía prioridad hacia grados superiores. 

 

Nuevamente, la autoridad nunca explicó cómo resolvió esa aparente 

contradicción y finalmente, también quedó demostrado que la motivación administrativa 

fue mutando progresivamente conforme avanzó la controversia. 

 

Las razones originalmente vinculadas al volumen de solicitudes fueron 

complementándose posteriormente con argumentos relativos a otro hijo becado, 

ingresos supuestamente no reflejados, profesión de los padres, conducta, promedio 

académico y composición familiar, tal circunstancia revela una reconstrucción 

argumentativa posterior del acto administrativo, incompatible con los principios de 

legalidad y seguridad jurídica. 

 

Todo lo anterior conduce a una conclusión jurídica inevitable, las 

ilegalidades advertidas no son formales; son sustanciales. Esto es, afectan directamente 

las premisas materiales sobre las cuales fue construida la decisión administrativa. Por 

tanto, no resulta jurídicamente válido sostener que el remedio adecuado consista en 

devolver el asunto a la autoridad para que motive nuevamente. 

 

Permitir ello equivaldría, en los hechos, a conceder al Comité Estatal una 

oportunidad indebida para reconstruir artificialmente una decisión previamente 

contaminada por criterios improcedentes. 

 

Explicado de manera sencilla, no sería jurídicamente correcto decirle a la 

autoridad, “ya vimos que aplicaste mal las reglas, usaste restricciones inexistentes, 
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desplazaste criterios prioritarios y no explicaste tu selección; ahora inténtalo otra vez, 

pero mejor”. 

Una solución semejante no restablecería el orden jurídico vulnerado, por el 

contrario, permitiría que la autoridad aprendiera de las deficiencias detectadas en juicio 

y posteriormente elaborara una motivación más sofisticada para intentar justificar un 

resultado originalmente ilegal y ello es precisamente lo que el control jurisdiccional debe 

evitar. 

 

Podría sostenerse, como posible argumento contrario, que aún existían 

otros factores válidos que el Comité Estatal podía ponderar, tales como el grado escolar, 

el universo limitado de becas o las múltiples solicitudes existentes. 

 

Sin embargo, dicho argumento no resulta suficiente para sostener la 

procedencia de una nulidad para efectos, La razón es clara, la propia autoridad destruyó 

la posibilidad de reconstruir objetivamente ese análisis, al omitir documentar metodología 

verificable de priorización y al resolver mediante criterios inconsistentes y parcialmente 

ajenos al Acuerdo Administrativo 2024. Es decir, la incertidumbre probatoria no fue 

generada por la parte actora ni por este órgano jurisdiccional, fue creada por la propia 

autoridad administrativa, y conforme a los principios generales del Derecho, nadie puede 

válidamente beneficiarse de su propia irregularidad. 

 

Aunado a ello, del expediente quedó acreditado que la menor 

[No.54]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] sí cumplía materialmente con los 

parámetros exigidos para acceder al beneficio, pues presentó solicitud oportunamente, 

se sometió al estudio socioeconómico correspondiente, fue ubicada dentro de condición 

económica baja, no actualizaba válidamente la restricción prevista en la Base 27 y 

pertenecía a un grado respecto del cual incluso existían precedentes de beneficiarios en 

niveles inferiores. 

 

En esas condiciones, este Órgano Colegiado concluye que la única 

consecuencia jurídicamente compatible con el restablecimiento efectivo del orden 

jurídico vulnerado consiste en declarar la nulidad lisa y llana de la resolución emitida por 

el Comité Estatal de Becas y reconocer el derecho de la menor 

[No.55]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] al otorgamiento de una beca del 25%, 
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porcentaje que corresponde al esquema efectivamente distribuido por la institución 

educativa respecto de los beneficiarios del mismo ciclo escolar. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado y 

suficiente, al actualizarse vicios sustanciales de legalidad incompatibles con una simple 

nulidad para efectos. 

 

Séptimo. La parte recurrente sostiene, esencialmente, que la Sala Unitaria 

emitió una sentencia carente de exhaustividad, congruencia y debido estudio integral de 

la controversia, pues omitió analizar de manera efectiva diversos planteamientos 

sustanciales formulados tanto en la demanda inicial como en su ampliación, limitándose 

a validar genéricamente la actuación del Comité Estatal de Becas sin confrontar 

críticamente las irregularidades advertidas dentro del expediente, particularmente 

aquellas relacionadas con la indebida aplicación de las Bases 25 y 27 del Acuerdo 

Administrativo 2024, la existencia de beneficiarios aparentemente situados en mejor 

posición económica, la ausencia de metodología objetiva de priorización y la 

inconsistencia material entre los criterios normativos aplicables y el resultado finalmente 

adoptado. 

 

El agravio deviene fundado y suficiente. 

 

En principio, debe señalarse que toda resolución jurisdiccional se encuentra 

constitucionalmente obligada a satisfacer los principios de congruencia y exhaustividad, 

como exigencias inherentes al derecho fundamental de tutela judicial efectiva previsto en 

el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Ello implica que el órgano jurisdiccional no solamente debe emitir una 

resolución formalmente existente, sino una decisión capaz de resolver real y 

completamente la controversia sometida a su conocimiento, pronunciándose sobre los 

argumentos jurídicamente relevantes planteados por las partes y exponiendo las razones 

concretas por las cuales éstos resultan fundados o infundados. 

 

La exigencia de exhaustividad no se satisface mediante referencias 

genéricas, afirmaciones abstractas o simples menciones aparentes de los 



 
                            RECURSO DE APELACIÓN 1050/2026 

 
 

 

___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del Supremo Tribunal de Justicia 
del Estado de Jalisco 

planteamientos formulados, por el contrario, exige un verdadero ejercicio de 

confrontación argumentativa. 

 

Dicho de forma sencilla, no basta con decir que un argumento fue 

“analizado”; es indispensable demostrar jurídicamente por qué se acepta o se rechaza, 

confrontándolo con las normas aplicables, las pruebas existentes y el contexto integral 

del litigio, precisamente esta obligación fue incumplida por la Sala responsable. 

 

Del análisis de la sentencia recurrida se advierte que la autoridad 

jurisdiccional realizó una validación predominantemente genérica de la actuación del 

Comité Estatal de Becas, sin emprender un examen material y exhaustivo de los 

argumentos centrales que sustentaban la pretensión de nulidad formulada por la parte 

actora, ello se aprecia claramente respecto del planteamiento relativo a la Base 25 del 

Acuerdo Administrativo 2024. 

 

Como quedó evidenciado en autos, la parte actora sostuvo de manera 

reiterada que la autoridad administrativa había desplazado arbitrariamente el criterio 

prioritario relativo a la situación económica, pese a encontrarse acreditado que la menor 

[No.56]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] fue clasificada dentro de una condición 

económica baja. 

 

Asimismo, argumentó que diversos alumnos aparentemente situados en 

mejor posición económica sí resultaron beneficiados con beca, aun perteneciendo 

incluso a grados inferiores dentro del mismo nivel educativo. 

 

No obstante, la Sala responsable omitió realizar un verdadero ejercicio 

comparativo entre dichos expedientes y el correspondiente a la menor actora, tampoco 

confrontó las inconsistencias advertidas respecto de ingresos familiares, condiciones 

patrimoniales, grado escolar o composición económica de los beneficiarios, simplemente 

validó la conclusión administrativa sin exigir a la autoridad explicación objetiva alguna 

sobre el criterio diferenciador utilizado. Tal omisión resulta particularmente relevante 

porque el agravio de la parte actora no consistía en una mera inconformidad subjetiva 

frente al resultado del procedimiento, por el contrario, planteaba una posible 
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inconsistencia material entre las reglas normativas del procedimiento y su aplicación 

concreta y ese punto exigía una respuesta jurisdiccional específica. 

 

De igual forma, la Sala responsable omitió emprender un estudio integral 

respecto de la indebida aplicación de la Base 27 del Acuerdo Administrativo 2024, 

particularmente frente al argumento relativo a la existencia de un hermano previamente 

becado. 

 

Como se sostuvo en la demanda y ampliación, el actor señaló 

expresamente que la restricción normativa únicamente operaba respecto del mismo nivel 

educativo, supuesto que no se actualizaba en el caso concreto, al pertenecer el hermano 

de la menor al nivel secundaria mientras la solicitante pretendía beca para primaria, sin 

embargo, la sentencia recurrida no desarrolló un análisis interpretativo real del contenido 

de dicha disposición. 

 

No explicó por qué consideraba jurídicamente aplicable la restricción, no 

confrontó el significado del concepto “mismo nivel educativo” y tampoco justificó de qué 

manera la hipótesis normativa podía extenderse válidamente al caso concreto. 

 

La omisión resulta significativa porque no se trataba de un argumento 

periférico o accesorio, sino de uno de los ejes centrales de ilegalidad planteados por la 

parte actora. 

 

Asimismo, la Sala dejó sin respuesta efectiva diversos cuestionamientos 

relacionados con la falta de metodología objetiva de priorización. 

 

Dentro de la demanda y ampliación se cuestionó reiteradamente que el 

Comité Estatal nunca transparentó sistema de puntuación, categoría socioeconómica, 

parámetros de desempate, umbrales económicos o mecanismos verificables de 

ponderación. 

 

La parte actora sostuvo que la autoridad administrativa había solicitado 

aceptar una conclusión adversa sin transparentar el camino metodológico seguido para 

arribar a ella. 
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Pese a la relevancia del planteamiento, la Sala responsable omitió verificar 

si efectivamente existía dentro del expediente algún instrumento objetivo de selección, 

pues no confrontó la existencia o inexistencia de metodología verificable, no exigió 

explicación técnica de priorización, ni valoró las consecuencias jurídicas derivadas de 

dicha ausencia, simplemente asumió como válida la decisión administrativa y aquí 

emerge una cuestión especialmente delicada. 

 

La sentencia tampoco examinó de manera integral el señalamiento relativo 

a la motivación progresivamente cambiante de la autoridad administrativa. 

 

La parte actora señaló que las razones utilizadas para justificar la negativa 

fueron mutando conforme avanzó la controversia: inicialmente se habló del volumen de 

solicitudes; posteriormente apareció el argumento del hermano becado; después se 

incorporaron consideraciones relativas a ingresos supuestamente no reflejados, 

profesión de los padres, promedio académico y composición familiar. 

 

Pese a ello, la Sala omitió estudiar si tales variaciones comprometían la 

legalidad de la motivación administrativa o si revelaban una indebida reconstrucción 

argumentativa posterior del acto. 

 

Esta omisión reviste especial trascendencia, pues el examen jurisdiccional 

no podía limitarse a validar superficialmente la resolución impugnada, sino que debía 

verificar si la motivación permanecía consistente, objetiva y jurídicamente compatible con 

el Acuerdo Administrativo 2024, 

 

Aunado a lo anterior, la sentencia recurrida presenta además un problema 

de congruencia interna, ya que por una parte, sostuvo la actualización de una causal de 

improcedencia sustentada en la supuesta incompetencia material del Tribunal al tratarse 

de una litis entre particulares; sin embargo, simultáneamente reconoció la validez de la 

resolución emitida por el Comité Estatal de Becas, es decir, realizó un pronunciamiento 

de fondo sobre un acto cuya revisión jurisdiccional supuestamente escapaba al ámbito 

competencial del propio Tribunal, tal contradicción refleja una inconsistencia 

argumentativa que impacta la coherencia interna del fallo. 
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En esas condiciones, este Órgano Colegiado concluye que la Sala 

responsable incumplió con los principios de exhaustividad y congruencia, al omitir 

emprender un estudio integral de los planteamientos jurídicamente relevantes 

formulados en la demanda y su ampliación, limitándose a una validación insuficiente de 

la actuación administrativa sin confrontar materialmente las inconsistencias advertidas 

dentro del expediente. 

 

Por tanto, el agravio formulado por la recurrente resulta fundado y 

suficiente, al evidenciarse que la sentencia recurrida no resolvió integralmente la 

controversia sometida a su conocimiento, circunstancia que refuerza la procedencia de 

su revocación. 

 

VIII. CONCLUSIÓN. Por tanto, y a partir de los razonamientos expresados a lo 

largo de la presente sentencia, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 96 de la 

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, esta Sala Superior revoca la 

sentencia apelada; y, tomando en consideración que en el sistema que rige la materia 

no existe la figura del reenvío, se procede a fijar de manera directa la forma en que 

deberán prevalecer los puntos resolutivos de la sentencia de origen, en los términos 

siguientes: 

 

[…] 

 

Expediente 3978/2024 

[No.57]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacion

ada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] SALA UNITARIA 

 

R E S O L U T 

[No.58]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacion

ada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] V O S 

 

PRIMERO. La parte actora acreditó los elementos constitutivos de su acción, 

mientras que las autoridades demandadas no justificaron la legalidad de los 

actos administrativos impugnados; en consecuencia; 

 

SEGUNDO. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución emitida por el 

[No.59]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacion
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ada_con_un_procedimiento_administrativo_[76], dictada dentro del recurso de 

inconformidad identificado con 

[No.60]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacion

ada_con_un_procedimiento_administrativo_[76], mediante la cual se confirmó la 

negativa de otorgamiento de beca solicitada a favor de la menor 

[No.61]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], al haberse emitido con indebida 

aplicación del marco normativo rector, particularmente de las Bases 25 y 27 del 

Acuerdo Administrativo 2024, así como en contravención a los principios de 

legalidad, debida motivación, congruencia, exhaustividad y seguridad jurídica, 

por las razones expuestas en el considerando correspondiente de la presente 

sentencia. 

 

TERCERO. Se reconoce el derecho subjetivo administrativo de la menor 

[No.62]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] al otorgamiento de una beca del 

25%, respecto del ciclo escolar correspondiente a la convocatoria materia de 

controversia, al quedar acreditado que cumplía materialmente con los requisitos 

normativos aplicables y no actualizar válidamente impedimento alguno para 

acceder al beneficio solicitado. 

 

CUARTO. Se condena a las autoridades demandadas, en el ámbito de sus 

respectivas atribuciones, a realizar todas las gestiones administrativas 

necesarias para hacer efectivo el otorgamiento de la beca reconocida en esta 

sentencia, debiendo acreditar su cumplimiento dentro del término de diez días 

hábiles contados a partir de que ésta cause estado, remitiendo las constancias 

correspondientes. 

 

[…] 

 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA FUNDAMENTAL, RENDICIÓN 

DE CUENTAS Y CONSTRUCCIÓN DE UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO 

 

 Con fundamento en los artículos 6, 16 segundo párrafo, 17 y 116 

fracciones V y IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 70 

fracción XXXVI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 

5 fracciones 

[No.63]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] y III y último párrafo, y 22 fracciones 

[No.64]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], IV, y VIII de la Ley General de Protección de 

Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 6, 7 fracciones III, IV, VII y VIII, 91 

segundo párrafo y 93 de la Ley General  de Responsabilidades Administrativas; 8° 

párrafo 1 fracción VII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 
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estado de Jalisco y sus Municipios, 4° párrafo 1 fracciones 

[No.65]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] y III y párrafo 2, y 15 párrafo 1 fracciones 

[No.66]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76], II, V, y VIII de la Ley de Protección de Datos 

Personales en Posesión de Sujetos Obligados del estado de Jalisco y sus Municipios; y 

4 inciso m) de la Ley de Procedimiento Administrativo del estado de Jalisco; se hace del 

conocimiento a las partes que la presente sentencia es información pública 

fundamental, por lo que este Tribunal se encuentra obligado a ponerla a disposición del 

público y mantenerla actualizada, a través de las fuentes de acceso público al alcance 

de este órgano constitucional autónomo. 

 

Lo anterior es así debido a que corresponde a la competencia constitucional 

de este Tribunal, la impartición de justicia especializada en dirimir las controversias que 

se susciten entre la administración pública local y municipal y los particulares; así como 

imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos 

locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que 

incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los 

responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de 

los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al 

patrimonio de los entes públicos locales o municipales; materias cuyas disposiciones son 

de orden público e interés social pues se refieren a los mecanismos constitucionales dl 

combate a la corrupción, la preservación de la seguridad jurídica, el fomento de la cultura 

de la legalidad y del Estado democrático de derecho, así como la rendición de cuentas 

de todas las autoridades por medio de la transparencia y el acceso a la información.  

 

  De esta forma, los artículos 70 fracción XXXVI de la ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y 8° párrafo 1 fracción VII de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del estado de Jalisco y sus Municipios, 

al ser disposiciones de orden público y de observancia obligatoria, imponen a las Salas 

de este Tribunal la obligación de hacer públicas las resoluciones y laudos que se emitan 

en procesos o procedimientos seguidos en forma de juicio, incluso aquellos que no hayan 

causado estado o ejecutoria; sin que por ello se estime vulnerado el derecho de 

privacidad, pues el interesado en que se suprima la información  que la Ley clasifica 

como confidencial, podrá acudir a ejercicio de los derechos ARCO previsto en los 

artículos 43 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 

Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios, lo anterior es así pues la 

finalidad de las disposiciones legales referidas con antelación es garantizar el acceso de 

toda persona a la información gubernamental, debiéndose favorecer en principio de 

máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos 

obligados, que sólo puede restringirse de manera excepcional bajo criterios de 

razonabilidad y proporcionalidad, con el fin de que no se impida el ejercicio de aquel 

derecho en su totalidad; estimar lo contrario conculcaría los principios constitucionales 

de transparentar y dar publicidad al actuar de las autoridades del Estado Mexicano y de 
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los particulares involucrados voluntariamente en asuntos públicos, así como promover la 

rendición de cuentas en la construcción de un Estado democrático de derecho, basado 

en una cultura de la legalidad.     

 

Por ende, con fundamento en los artículos 96, 98, 100, 101 y 102, de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se concluye la presente controversia, con 

los siguientes: 

 

R E S O L U T 

[No.67]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_person

a_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] V O S: 

 

PRIMERO. – Son fundados los agravios hechos valer por la parte actora 

en contra de la sentencia definitiva dictada en el juicio en materia administrativa 

[No.68]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76] 

[No.69]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_co

n_un_procedimiento_administrativo_[76]. 

 

SEGUNDO. - . Se revoca la sentencia recurrida 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvió la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, por mayoría de votos de los Magistrados Avelino Bravo Cacho (Presidente), 

quien vota conforme a los resolutivos, Fany Lorena Jiménez Aguirre (Ponente) y José 

Ramón Jiménez Gutiérrez, ante el Secretario General de Acuerdos Sergio Castañeda 

Fletes, quien autoriza y da fe. 

 

 

Avelino Bravo Cacho Fany Lorena Jiménez Aguirre 

Magistrado (Presidente) Magistrada Ponente 
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José Ramón Jiménez Gutiérrez 

Magistrado 

 

Sergio Castañeda Fletes 

Secretario General de Acuerdos 

FLJA/JMSA 



 

 
 

 

 
Avenida Lázaro Cárdenas 2305 Zona 1, interior L-11 y L-101 Colonia Las Torres  

Código Postal 44920 Guadalajara, Jalisco (33)36-48-16-70 Y 3648-1679 

 

FUNDAMENTACION LEGAL 

*LGPPICR. Lineamientos Generales para la Protección de la Información Confidencial y 

Reservada que deberán observar los Sujetos Obligados previstos en la Ley de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

 

No.1 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.2 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.3 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.4 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.5 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.6 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 
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jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.7 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.8 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.9 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.10 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.11 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.12 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 



 
                            RECURSO DE APELACIÓN 1050/2026 
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jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.13 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.14 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.15 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.16 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.17 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 
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No.18 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.19 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.20 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.21 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.22 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.23 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 
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jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.24 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.25 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.26 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.27 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.28 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.29 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 
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No.30 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.31 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.32 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.33 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.34 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.35 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.36 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.37 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 
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No.38 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.39 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.40 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.41 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.42 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.43 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.44 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.45 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.46 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 
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No.47 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.48 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.49 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.50 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.51 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.52 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.53 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.54 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.55 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.56 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.57 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 
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jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.58 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.59 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.60 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.61 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.62 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.63 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 
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No.64 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.65 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.66 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.67 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.68 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.69 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 
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jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 

No.70 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_procedimi

ento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos administrativos y/o 

jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción VII de los 

LGPPICR*. 

 


